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Alerta a la Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza sobre 
vulneraciones del Parque Nacional Cordillera Azul a los derechos del pueblo Kichwa 

en Perú. 
 

29-06-2021 

 
El Consejo Étnico de los Pueblos Kichwa de la Amazonia (CEPKA), la Federación de 

Pueblos Indígenas Kichwa de Chazuta (FEPIKECHA) y la Federación de Pueblos Indígenas 
Kechwas del Bajo Huallaga de la Región San Martín (FEPIKBHSAM), organizaciones 

indígenas integrantes de la Coordinadora de Defensa y Desarrollo de los Pueblos 
Indígenas de la región San Martín (CODEPISAM) del Perú, expresamos un saludo cordial 

a la IUCN y a la vez nuestra preocupación, dado que algunas comunidades bases del 
pueblo Kichwa han sido afectadas por el Parque Nacional Cordillera Azul (PNCAZ). La 

creación y gestión del Parque no respeta los derechos humanos, y por esta razón 
creemos que no debería haber sido incluido en el Programa de la Lista Verde en el año 

2018.  
 
El PNCAZ ha tenido claras vulneraciones a nuestros derechos colectivos del pueblo 
Kichwa, como a la propiedad sobre nuestro territorio ancestral, a la gestión del territorio 
que incluye el acceso a los recursos naturales que forman parte de nuestras prácticas 

tradicionales necesarias para la subsistencia, y a los beneficios de las actividades de 
conservación del mismo. Por ello, presentamos algunos argumentos que sustentan esta 
alerta en el sistema de la IUCN y la razones por las cuales el PNCAZ no cumple los 
requisitos para estar dentro del programa de la Lista Verde. Interpelamos  

principalmente el hecho de que, si la Lista Verde pretende ser una herramienta para 
fortalecer, reconocer y recompensar la innovación, la excelencia y el esfuerzo hacia el 

progreso de una opción efectiva y justa en las áreas naturales protegidas, entonces 
resulta contradictorio tener al PNCAZ como un modelo para una red global de áreas 

naturales protegidas cuyo común denominador es el buen manejo y la gobernanza justa.  
 

Es en base a los propios indicadores que maneja la IUCN para la Lista Verde, que la 
incorporación del PNCAZ resulta contradictoria. Una premiación de tal sentido perpetúa 

aún más el modelo de conservación excluyente que persiste en el Perú. Contrario a los 
criterios de conservación con pleno respeto de derechos humanos de conformidad con 
las disposiciones del Convenio de la Diversidad Biológica, este reconocimiento al PNCAZ 

sigue sin considerar y más bien socava a los pueblos indígenas como actores legítimos y 
aliados clave en las estrategias de conservación de la naturaleza y biodiversidad. 
 
1. Un parque nacional creado sin el consentimiento de las comunidades Kichwa  

 
La creación del PNCAZ en el año 2001, mediante el D.S. 031-2001-AG, no fue consultada 

adecuadamente, ni tuvo un debido proceso para la obtención del consentimiento 
previo, libre e informado de las poblaciones Kichwa y otros pueblos indígenas 

involucrados. Las comunidades vieron de la noche a la mañana, la superposición de sus 
territorios ancestrales con un área natural protegida de categoría estricta creada de 

forma unilateral.  
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El proceso de consulta a representantes de la ciudadanía y entidades estatales no fue 
llevado a cabo de manera sistemática. No hubo la intención de realizarse una consulta 
a toda la población debidamente afectada, sino solo talleres como un procedimiento 
habitual en relación a la socialización y consulta ciudadana a inicios del 2000, pese a que 
el país ya había ratificado en 1995 el Convenio 169 de la OIT. En este sentido, el Tribunal 
Constitucional peruano, máxima instancia de la justicia en el país, en el fundamento 23 
de la sentencia STC N°00025-2009-PI, ya estableció que el Convenio 169 de la OIT es 
exigible desde que fue ratificado. Ello implica reconocer que todos los actos 
administrativos y normativos expedidos y emitidos entre el 2 de febrero del año 1995 y 
setiembre del año 2011, fecha en que se aprobó la Ley de consulta previa, tienen un 
vicio de nulidad por omisión de consulta.   
 
Es importante remarcar que el propio artículo 43 del Reglamento1 Áreas Naturales 
Protegidas del Perú, establece que:  (1) El proceso para la categorización definitiva o el 
de establecimiento de un Área Natural Protegida, se debe realizar en base a procesos 

transparentes de consulta a la población local interesada, donde se incluye a las 
comunidades campesinas o nativas de acuerdo a los procedimientos de consulta 

establecidos en el “Convenio Nº 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países 
Independientes” de la Organización Internacional del Trabajo - OIT. En estos últimos 
casos dicha participación se realiza en particular a través de sus organizaciones locales 
y utilizando en lo posible el idioma más relevante del lugar”.  
 
Entendemos y saludamos que la IUCN tiene un fuerte respeto por la normativa nacional 
e internacional que ampara a los derechos de los pueblos indígenas. Además, 
reconocemos que desde el 2009 la IUCN ha tenido participación en la Iniciativa de 
Conservación y Derechos Humanos (CIHR) buscando mejorar las prácticas de 
conservación a través de la integración de los derechos humanos en las políticas y 
prácticas de conservación. Sin embargo, nos preguntamos si la institución tenía ya 
conocimiento de que el PNCAZ desde su fundación vulneró derechos fundamentales de 
los pueblos indígenas, en lo que respecta al consentimiento previo, libre e informado.  
  

Bajo este contexto, si un tema fundamental como la creación de un área protegida sin 

consentimiento local no salió a la luz dentro del proceso que siguió el PNCAZ para su 
aceptación en la Lista Verde, nos surgen también dudas sobre qué representatividad 

indígena, y en especial la del pueblo Kichwa, fue involucrada en la conformación del 
Grupo de Expertos Evaluadores de la Lista Verde (EAGL - por sus siglas en inglés). Es 
decir, ¿qué participación Kichwa hubo para la jurisdicción del sitio donde se debía 
verificar las evidencias del cumplimiento de algunos de los indicadores de los 
componentes claves en la fase de solicitud, para el potencial registro del PNCAZ con un 
estatus de ‘Candidato’ a la Lista Verde, o incluso, en la fase de candidatura de la Lista 
Verde? 
 
Revisando la información disponible observamos que en el EAGL no hubo participación 
indígena bajo ninguna de sus organizaciones representativas. En contraste, sí 

                                                                 
1 Reglamento de la Ley de Áreas Naturales Protegidas, adoptado por Decreto Supremo No. 038 -2001-AG. 

Ese es el decreto de implementación para la Ley N° 26834, Ley de áreas naturales protegidas de 1997. 
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participaron considerados ‘expertos’ en temas de conservación de la biodiversidad, lo 
cual nos deja una sensación de postergación al debido reconocimiento de los pueblos 
indígenas como titulares de derechos y legítimos expertos en las acciones de 
conservación de áreas boscosas tradicionalmente ocupadas. 
 
2. El Servicio Nacional de Áreas Naturales Protegidas por el Estado (SERNANP), 
imposibilita la seguridad jurídica de los territorios ancestrales. 
 
Si bien la IUCN considera al SERNANP como un actor clave para la conservación en el 
país, desde el CEPKA, FEPIKECHA y FEPIKBHSAM -por el contrario- consideramos que 
esta institución estatal aún excluye a las comunidades indígenas. El SERNANP continúa 
manejando el concepto erróneo en la región San Martín de que las comunidades Kichwa 
‘no han existido’ por no haber sido reconocidas/tituladas formalmente por el Estado 
peruano. De esa manera, se genera la narrativa de que ‘no habría nadie’ con quién 
coordinar y conversar para solucionar las discrepancias o para abordar objetivos en 

común bajo un diálogo intercultural.  
 

Está de más entrar en los detalles sobre el largo proceso del reconocimiento de los 
derechos territoriales a los pueblos indígenas en el Perú debido a procesos burocráticos 
y complejos que demoran años, pero el punto que remarcamos es la posición 
injustificada del SERNANP de usar razones cronológicas con su opinión técnica para la 
resolución RM 443-2019-MINAGRI que reafirma una posición excluyente a los pueblos 
indígenas. Esta norma del 2019, que aprueba los lineamientos para la demarcación del 
territorio de las comunidades nativas en el Perú, termina prohibiendo la titulación de las 
comunidades nativas superpuestas con áreas naturales protegidas que fueron creadas 
con anterioridad al reconocimiento formal de las comunidades. Esto es preocupante, 
pues, como seguramente lo considera la IUCN, el derecho internacional reconoce el 
derecho de los pueblos indígenas a sus territorios incluso cuando el propio Estado no los 
reconoce o demora en hacerlo. 
 
En ese sentido, la creación del PNCAZ ha afectado la titulación de las comunidades  

nativas que por desidia del Estado fueron reconocidas años después. Actualmente estas 

comunidades ven imposibilitada la seguridad jurídica de sus territorios ancestrales  y 
bosques, los cuales han sido manejados, ocupados, patrullados y monitoreados por 

generaciones.  
 
En la región San Martín, este modelo de conservación promovido por el SERNANP ya ha 
traído consecuencias para las comunidades nativas del pueblo Kichwa de Piñal, 
Shapajilla y Shawi Nuevo San Martín, superpuestas al Área de Conservación Regional 
Cordillera Escalera (ACE-CE) por ejemplo. A partir de la imposición de este modelo 
excluyente de conservación, cuando las comunidades Kichwa quieren hacer uso de sus 
sitios ancestrales y tradicionales superpuestos por el PNCAZ, sufren de casos de 
criminalización, con la prohibición tajante al acceso a recursos para el sostenimiento de 
sus medios de vidas y la indefinición de los límites territoriales del área, como sucedió 
en los casos de las comunidades nativas Kichwa Chambira y Puerto Franco.  
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Por lo tanto, mencionamos a la IUCN que desde el CEPKA ya ha se presentado una 
demanda de acción popular ante la justicia peruana (Expediente 00042-2020-0-1801-
SP-DC-02 en la Corte Superior de Lima), para la nulidad de la norma RM 443-2019-
MINAGRI. Esta norma afecta el derecho a la propiedad, y fue emitida sin consulta previa 
nuevamente a las comunidades nativas. 
 
Es evidente la visión anacrónica que tiene el SERNANP sobre lo que es la conservación, 
más aún cuando desde hace más de dos décadas se viene generando un nuevo 
paradigma global que busca incluir a los pueblos indígenas en un contexto de 
conservación con respeto pleno de derechos humanos. Al parecer, las instituciones 
públicas y de la sociedad civil  en el Perú  aún no adecuan sus labores a este modelo de 
conservación, el cual es más inclusivo y ha sido ya expuesto en el Convenio sobre la 
Diversidad Biológica (Preámbulo y artículos 8j y 10C); las metas AICHI relacionadas a las 
áreas protegidas (meta 11) enfatizando una administración eficaz y equitativa de las 
mismas, y al conocimiento tradicional integrado (meta 18) enfatizando las prácticas 

tradicionales de las comunidades indígenas, su uso consuetudinario de los recursos, y 
con participación plena de las comunidades tradicionales; el Acuerdo Durban del 2003; 

el informe (julio del 2016) de la exrelatora especial de las Naciones Unidas sobre los 
derechos de los pueblos indígenas contra la exclusión de las comunidades en las 
acciones de conservación y donde reconoce que los pueblos indígenas tienen derecho a 
los territorios que ocuparon tradicionalmente, incluso si sobre ellos se ha establecido 
áreas naturales protegidas; el informe (enero del 2017) del exrelator especial de las 
Naciones Unidas sobre los derechos humanos y el medio ambiente, que resalta que la 
protección de los derechos de las poblaciones indígenas asegura una mejor protección 
de los ecosistemas y la diversidad biológica, y que la exclusión de los pueblos indígena 
de acciones de conservación de la diversidad biológica suelen conducir al fracaso; y 
finalmente, los mensajes en favor de los derechos de los pueblos indígenas del reciente 
Congreso Mundial de la Naturaleza de la propia IUCN el 2020, en su sesión de Marsella, 
Francia. 
 
3. No existe buena gobernanza en el PNCAZ. 

 

Las comunidades kichwa de las tres federaciones no cuentan con participación en la 
toma de decisiones y gestión del PNCAZ, socavando los componentes de buena 

gobernanza y gestión eficaz. Esto involucra las normas internacionales como el Convenio 
169 de la OIT en el derecho de los pueblos a participar en la utilización, administración 
y conservación de recursos; así como también los criterios que maneja la propia Lista 
Verde:  
 

 1.1 Asegurar la legitimidad y la voz. 

 1.2 Lograr la transparencia y rendición de cuentas. 

 3.3 Gestionar dentro del contexto social y económico del área. 
 

El PNCAZ ha realizado el proceso de actualización de su Plan Maestro para los años 2017-
2021, aprobado mediante Resolución Presidencial No 032-2017-SERNANP, el 31 de 

enero del 2017. En el Plan Maestro se menciona la composición de la Comisión Ejecutiva 
del Comité de Gestión del PNCAZ, donde nos sorprende que en su composición no haya 



5 
 

ninguna organización indígena de San Martín, afectándose así un espacio de 
participación ciudadana que busca contribuir a la buena gobernanza del área natural 
protegida. 
 
La Zonificación que propone el Plan Maestro del PNCAZ, con la finalidad de definir zonas 
para aplicar diferentes objetivos de manejo y reglas de uso que permitan mejorar la 
gestión del área, no visibiliza las áreas de uso ancestral Kichwa. Tal es el caso de la Zona 
de Protección Estricta (PE) 3 que considera a las cabeceras de cuenca del río Shillushillu, 
pero no hay mención alguna del uso ancestral de esa zona por parte de la población 
kichwa. O el caso de las Zonas de Uso Especial (UE) que consideran áreas de uso 
ancestral del pueblo shipibo-konibo y kakataibo en otras regiones, pero no de manera 
explícita las del pueblo Kichwa de San Martín. 
 
Indudablemente, la falta de presencia de nuestras comunidades Kichwa en la fórmula 
para la buena gobernanza del PNCAZ tiene también consecuencias en la distribución de 

beneficios generada por la venta de créditos de carbono con el proyecto REDD+ en 
curso, pues hasta el momento, no existe información pública sobre las zonas dentro del 

Parque donde se ejecuta dicho proyecto. 
 
Nuestras federaciones confirman que existe la percepción local de que el Centro de 
Conservación, Investigación y Manejo de Áreas Naturales (CIMA), ONG que administra 
el PNCAZ por un período de 20 años, no está siendo trasparente sobre la venta de estos 
créditos de carbono través del proyecto REDD+ del PNCAZ, el cual ya ha generado entre 
el 2008-2018 la verificación de al menos 25 millones de toneladas de carbono, según la 
certificadora VCS.  
 
Además, existe un difícil acceso a la información sobre los créditos de carbono por parte 
de nuestras comunidades kichwa, y si ésta información se llega a conseguir, pues no es 
de sencilla comprensión. Incluso, se realizó una solicitud de acceso a información para 
saber del acuerdo celebrado entre CIMA y Althelia Climate Fund, pero no hubo 
respuesta.  

 

En general, nuestras comunidades Kichwa y sus federaciones representativas: 
- No tenemos idea de cuál es el monto real que llega al PNCAZ por la venta de 

créditos de carbonos en mercados especializados y en qué se está gastando ese 
dinero;  

- No sabemos oficialmente cuántos créditos de carbono han sido vendidos desde 
que se estableció el Proyecto REDD+ del PNCAZ;  

- Desconocemos quiénes son los compradores de estos créditos de carbono y en 
qué porcentaje lo hacen;  

- No sabemos quiénes son los involucrados como beneficiarios de la venta de 
estos créditos de carbono y cómo fue ese proceso de priorización y selección de 
actores;  

- No comprendemos si es posible que un taller considerado como de 
fortalecimiento de capacidades para las comunidades asentadas en la zona de 
amortiguamiento, cuente como haber recibido un pago directo por los créditos 

de carbono que produce el PNCAZ. Y si fuese así, no se ha realizado de manera 
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transparente el proceso desde el cual se determina la forma de distribución de 
beneficios y por qué esta decisión habría sido tomada de manera unilateral. 

 
Sin lugar a dudas, esta situación de incertidumbre para nuestras comunidades afecta al 
artículo 15.2 del Convenio 169, el cual establece que los pueblos indígenas deben 
beneficiarse de las actividades extractivas en sus territorios. Y también el artículo 8.j del 
Convenio de Diversidad Biológica, el cual reconoce que este derecho incluye actividades 
de conservación como lo son las áreas naturales protegidas. Además, la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH), cuyos fallos son de cumplimiento 
obligatorio para el Estado peruano, estableció en el Caso Pueblos Kaliña y Lokono vs. 
Surinam que este derecho al beneficio también surge cuando se realizan actividades de 
conservación ambiental, e incluso en esta sentencia la CIDH considera:  
 

(…) en principio, existe una compatibilidad entre las áreas naturales protegidas 
y el derecho de los pueblos indígenas y tribales en la protección de los recursos 

naturales sobre sus territorios, destacando que los pueblos indígenas y tribales, 
por su interrelación con la naturaleza y formas de vida, pueden contribuir de 

manera relevante en dicha conservación. En este sentido, los criterios de a) 
participación efectiva, b) acceso y uso de sus territorios tradicionales y c) de 
recibir beneficios de la conservación —todos ellos, siempre y cuando sean 
compatibles con la protección y utilización sostenible— (supra párr. 177), 
resultan elementos fundamentales para alcanzar dicha compatibilidad, la cual 
debe ser evaluada por el Estado”2. 

 
Además, la falta de participación del pueblo Kichwa en la gestión del PNCAZ, vulnera el 
artículo 26.2 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos 
indígenas (DNUDPI)3, que establece que “Los pueblos indígenas tienen derecho a poseer, 
utilizar, desarrollar y controlar las tierras, territorios y recursos que poseen en razón de 
la propiedad tradicional u otro tipo tradicional de ocupación o utilización, así como 
aquellos que hayan adquirido de otra forma”. En ese sentido, el pueblo kichwa no 
participan efectivamente en las decisiones sobre el PNCAZ superpuesto a su territorio, 

no controlan el proceso de gestión del área y menos aún comparten equitativamente 

los beneficios generados por los créditos de carbono. 
 

Por lo antes mencionado, consideramos que si el objetivo general del Programa de la 
Lista Verde de la UICN es aumentar el número de áreas protegidas y conservadas que 
arrojan resultados exitosos de conservación a través de una gobernanza y gestión 
eficaces y equitativas, el PNCAZ y las instituciones que conducen su actual gestión están 
distantes de contribuir a dicho objetivo. 
 
4. Ejemplo de algunas vulneraciones específicas a nuestras comunidades  
 
Presentamos algunos casos concretos de comunidades Kichwa afectadas por el PNCAZ, 
su gestión y mala gobernanza. 
 

                                                                 
2 Sentencia Kaliña Lokono vs Surinam, fj. 181. 
3 El Gobierno peruano votó a favor de la adopción de la DNUDPI en 2007 . 
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- El caso de la comunidad nativa Puerto Franco: Afectación para lograr la 
seguridad jurídica sobre su territorio. 

 
La comunidad nativa Kichwa de Puerto Franco, se encuentra en el Valle del Pikiyaku, en 
el distrito de Alto Biavo, provincia de Bellavista. Fue reconocida mediante R.D. 228-2016-
GR - SM/DRASAM el 28/12/2016. Si bien es mencionada en el Plan Maestro del PNCAZ 
vigente, Puerto Franco no ha sido incorporada en la práctica el proceso de gestión del 
área, más aún, siendo una comunidad cuyas tierras tradicionales fueron superpuestas 
con el Parque. La comunidad, que ahora es considerada por el PNCAZ como colindante 
después del establecimiento de límites del parque, está allí como guardiana de ese 
bosque, pero no se le incluye en la participación ni se visibiliza su existencia, y sigue sin 
lograr su titulación. 
 
Es por ello que la comunidad ha presentado una demanda de amparo en el Juzgado 
Mixto de Bellavista el año 2020, exigiendo que el SERNANP: i) realice la consulta libre e 

informada del D.S. 031-2001-AG que crea el Parque y también del Plan Maestro; (ii) 
cumpla con el derecho de las comunidades nativas sobre las que se superpone el PNCAZ 

de beneficiarse de las actividades de conservación en sus territorios; (iii) instruya a los 
guardaparques a permitir el acceso a comuneros y comuneras de Puerto Franco y otras 
comunidades afectadas, a los recursos naturales, y a sus actividades tradicionales de 
subsistencia hasta que se realice el proceso de consulta previa; (iv) cumpla con el 
derecho de las comunidades nativas sobre las que se superpone el PNCAZ de participar 
en la gestión del área de conformidad con el derecho a la autodeterminación, o a la 
autonomía y autogobierno, reconocidos en el derecho internacional en materia de derechos 
humanos y la jurisprudencia internacional, incluyendo la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos y el Convenio 169 - OIT. 

 
- El caso de la comunidad nativa Chambira: recorte de tierras tradicionales y mala 

distribución de beneficios del proyecto REDD+.  
 

La comunidad nativa Kichwa de Chambira, se encuentra en el distrito de Shambuyacu, 
provincia de Picota. Fue reconocida mediante R.D. 100-2008-GR-SM/DRA-SAM el 

03/03/2008. En una reciente visita a la comunidad el mes de mayo del 2021, la junta 
directiva del CEPKA recogió testimonios de que CIMA no se hacía presente por lo menos 

hacía tres años para alguna coordinación específica.  
 

Un primer cuestionamiento ha sido en relación al proceso de titulación de la comunidad, 

el cual no se ha dado acorde a los espacios ocupados tradicionalmente, generándose un 
recorte a las tierras tradicionales que se han ocupado y manejado.  

 
Los límites territoriales de la comunidad fueron afectados por el PNCAZ dando un área 

titulada reducida. En el linderamiento realizado para el proceso de titulación hubo 
presencia del SERNANP que indicó dónde debía ser el lindero, aunque sin la presencia 

de hitos de delimitación, justificando un linderamiento satelital y sin consulta alguna a 
la comunidad como colindante. El lindero de la comunidad fue corrido a favor del PNCAZ 

en un aproximado de 150 metros y en detrimento del área solicitada por la comunidad. 
No se respetó el límite natural que usaban con el PNCAZ: los filos de la montaña. 
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Además, se mencionó que, en el estudio de suelos obligatorio para el proceso de 
titulación, hubo participación de CIMA y CEDISA. Para la comunidad, los resultados 
técnicos no representan la realidad del área ocupada y usada. Las calicatas para las 
muestras de suelo se hicieron en su gran mayoría en la zona de montes altos  o con 
coberturas boscosas maduras, lo cual indudablemente daría como resultado una 
categoría de suelo “F” o Forestal. Casi ninguna de las calicatas de suelo se hizo en las 
casi 100 has de purmas agrícolas o bosques secundarios trabajadas por décadas por la 
comunidad. Como resultado, de las 1,800 has que solicitaba la comunidad, solo 628.63 
has fueron reconocidas en el título, pero ni siquiera como propiedad, sino con un 100 % 
en cesión en uso (Resolución Directoral N°287-2018-GRSM/ARA/DEACRN).4  
 
El recorte de las tierras usadas ancestralmente por la comunidad Chambira vulnera 
indudablemente el artículo 21 de la Convención Americana de Derechos Humanos, el 
cual protege el derecho a la propiedad, y lo cual es sostenido por la Corte IDH al 

considerar que dicho artículo “protege el derecho a la propiedad en un sentido que 
comprende, entre otros, los derechos de los miembros de las comunidades indígenas en 

el marco de la propiedad comunal”5. En ese sentido, la propiedad privada mencionada 
por la Convención debe interpretarse en el caso de los pueblos indígenas como el 
derecho a la propiedad comunal o colectiva del territorio que se sustenta en la 
ocupación ancestral de las tierras y en el uso tradicional de los recursos. 

 
Un segundo cuestionamiento ha sido en relación a la mala gobernanza del PNCAZ. La 
comunidad de Chambira mencionó no saber nada del mercado de bonos de carbono y 
menos que el PNCAZ esté generando recursos con este mecanismo. Tampoco ha habido 
participación en la toma de decisiones de alguna actividad relacionada al PNCAZ. En ese 
sentido, el Plan de Vida que se trabajó con CIMA y donde se evidencia el logo de Althelia 
Fund, es una descripción impresa de algunas de las normas de los estatutos comunales. 
Por ejemplo: Normas de buena convivencia para la vida social, vida natural y vida 
cultural, incluyendo la estructura de la comunidad en cuanto a sus representantes y 
sanciones establecidas. Las federaciones representativas cuestionamos si éstas 

impresiones colocadas en el local comunal son parte de la distribución de beneficios de 

los fondos provenientes del mercado de carbono. Así mismo, en Chambira hubo 
mención de la distribución de algunos plantones de especies maderables sin mucho 

valor (topa o madera balsa, por ejemplo, y que crece ya en los espacios agrícolas de la 
comunidad), y a un número reducido a algunos comuneros. En ningún momento la 
comunidad recibió información sobre si estas actividades forman parte o no de lo 
recibido por colocar los créditos de carbono en los mercados establecidos. 
 

                                                                 
4 Para un análisis legal de las insuficiencias de los contratos de "cesión en uso" como una forma de 

reconocimiento de los derechos de propiedad comunal de los pueblos indígenas, ver Amicus Curiae 
entregada por el Global Justice Centre of New York y Forest Peoples Programme a la Sala Civil de San 
Martin en relación al caso de la Comunidad Nativa de Nuevo Lamas contra el Gobierno Regional de San 
Martin y el Servicio Nacional de Áreas Naturales Protegidas (SERNANP) , 

https://www.forestpeoples.org/es/node/50359  
5 Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni vs. Nicaragua, sentencia del 31 de agosto de 2001, 

CorteIDH, Serie. C, No. 79 (2001), párrafo 148. 

https://www.forestpeoples.org/es/node/50359
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- El caso de la comunidad nativa Callanayacu: desalojo y desplazamiento forzoso, 
y prohibición de prácticas tradicionales 

 
En general, la afectación a las prácticas tradicionales de las comunidades Kichwa por 
parte de la gestión del PNCAZ afecta el componente de resultados exitosos de 
conservación de la Lista Verde, en específico:  
 

- Criterio 4.3 Demostrar la conservación de los principales valores culturales , 
donde el Parque no mantiene ni posibilita la persistencia de los principales 
valores culturales. 

 
En el año 2003, los representantes del Parque desalojaron de la zona alta de la quebrada 
Callanayaku, dentro del ámbito del PNCAZ, al señor Flores, miembro de la comunidad 
Kichwa Callanayaku, reconocida mediante R.D. 176-2014-GRSM/DRASAM/DTRTyCR el 
15/10/2014. En dicho sector, el comunero tenía una parcela de cacao y una casa, donde 

vivía con su esposa e hijos. Fue trasladado hacia el sector conocido como “Ubus”, en la 
quebrada del mismo nombre, y fuera de los límites del Parque. Por testimonios de la 

comunidad, el comunero nunca tuvo la intención de salir y frente a esta negativa, el 
personal del PNCAZ ingresó a su zona de cultivo a quemar sus sembríos de cacao y su 
casa. En 2004, otro comunero de apellido Shapiama, fue desalojado del sector “Urmana” 
dentro de PNCAZ.  
 
Estos desalojos representan una clara vulneración a Convenio 169 de la OIT en su 
artículo 3.2, donde se establece que el Estado no debe ejercer ninguna fuerza o coerción 
“que viole derechos humanos y las libertades fundamentales de los pueblos interesados” 
para desalojar o desplazar de un territorio a integrantes de algún pueblo indígena. En 
casos excepcionales de que se considere necesario el traslado y reubicación de pueblos, 
el artículo 16.2 señala que “sólo deberán efectuarse con su consentimiento, dado 
libremente y con pleno conocimiento de causa”. También la Corte IDH en el caso Xakmok 
Kasek vs. Brasil ha reafirmado que, si es que el traslado y reubicación se llegan a dar, 
debe generarse una indemnización a las personas, según el Convenio 169 (artículo 16.4 

– 16.5). 

 
Además, los desalojos registrados en la comunidad Kichwa Callanayaku vulneran el 

artículo 10 de la DNUDPI, donde se establece que “Los pueblos indígenas no serán 
desplazados por la fuerza de sus tierras o territorios. No se procederá a ningún traslado 
sin el consentimiento libre, previo e informado de los pueblos indígenas interesados, ni 
sin un acuerdo previo sobre una indemnización justa y equitativa y, siempre que sea 
posible, la opción del regreso”. Como se ha mostrado, no se obtuvo el consentimiento 
respectivo de los moradores de Callanayaku. 
 
Por el lado de la prohibición de actividades tradicionales, resaltamos la afectación a la 
cacería. El pueblo Kichwa siempre usó las áreas que ahora constituyen el PNCAZ para ir 
a cazar, pero desde su creación y hasta el 2008, los comuneros y comuneras de 
Callanayaku tuvieron que ir a la ciudad de Tarapoto para sacar los permisos 
correspondientes, haciendo desde la comunidad cuatro horas en bote por el río Huallaga 

hasta Chazuta y luego una en carro hasta Tarapoto. El permiso que se daba por un 
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máximo cinco días, restringía ya de por sí la accesibilidad a los lugares de cacería, los 
cuales en algunos casos toman varios días para llegar. A raíz de eso y de varios problemas 
de decomisos de carne de monte, en Callanayaku se estableció el sistema de solicitar 
permiso a la autoridad comunal, aunque el sistema de permisos sigue rigiendo la 
actividad de los cazadores tal como lo señala el Plan Maestro del PNCAZ y sus 
actualizaciones. 
 
La restricción en el acceso a recursos y áreas para el ejercicio de actividades tradicionales 
ya ha generado afectación a la transmisión cultural de conocimientos  a lo largo de 
nuestras comunidades Kichwa. En la comunidad Mushuk Llakta de Chipaota, reconocida 
mediante R.D.375-97-CTAR-RSM/DRA-SM el 27/10/1997, la carga burocrática de 
permisos ha desincentivado las prácticas de caza y los conocimientos  ecológicos 
tradicionales que éstas involucran. Esta situación vulnera el artículo 25 de la DNUDPI, 
donde se establece que “Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener y fortalecer 
su propia relación espiritual con las tierras, territorios, aguas, mares costeros y otros 

recursos que tradicionalmente han poseído u ocupado y utilizado y a asumir las 
responsabilidades que a ese respecto les incumben para con las generaciones 

venideras”. 
 
Otra de las restricciones establecidas en Callanayaku fue no usar perros de caza, siendo 
esto cuestionable pues la cacería con perros se realiza en muchas comunidades 
indígenas amazónicas y su práctica implica todo un componente cultural complejo de 
dietas, purgas y entrenamientos entre el cazador y el animal de caza, y de transmisión 
de conocimientos ecológicos tradicionales de manera intergeneracional. Entre la 
justificación de los representantes del PNCAZ fue la posibilidad de transmisión de 
enfermedades a los animales del monte, pero sin mayor explicación de qué tipo de 
enfermedades son las transmitidas. 
 
Esta prohibición de realizar la caza tradicional contraviene el artículo 3 de la DNUDPI, 
que establece que “Los pueblos indígenas tienen derecho a la libre determinación. En 
virtud de ese derecho determinan libremente su condición política y persiguen 

libremente su desarrollo económico, social y cultural”. Al amparo de la DNUDPI, los 

pueblos indígenas pueden disponer libremente de su riqueza y recursos naturales, por 
lo que bajo ningún caso un pueblo puede ser desprovisto de sus medios de subsistencia, 

lo cual sucede con las restricciones impuestas por el PNCAZ.  
 
La prohibición de cazar con perro contraviene también el artículo 23 del Convenio 169, 
que señala que los gobiernos deben, en el caso de “actividades tradicionales 
relacionadas con la economía de subsistencia de los pueblos interesados, como la caza”, 
velar por que estas “se fortalezcan y fomenten”. Esta idea es reforzada en el caso de 
Saramaka y Surinam, en el que la Corte IDH menciona en su considerando 120 que “ la 
subsistencia cultural y económica de los pueblos indígenas y tribales, y por lo tanto de 
sus integrantes, depende del acceso y el uso a los recursos naturales de su territorio que 
están relacionados con su cultura y que se encuentran allí”.  
 

- El caso de Mushuck Llacta de Chipaota y Callanayalu: conflictos con 

guardaparques. 
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Tenemos documentación que por intervenciones a cazadores se abrieron procesos 
judiciales por los hechos imputados por los guardaparques a comuneros Kichwa de 
Mushuk Llakta de Chipaota y Callanayaku. En Mushuk Llakta de Chipaota, se suelen 
reportar tensiones internas por la confiscación de recursos obtenidos por algunos 
comuneros en sus incursiones a sectores dentro de los límites del PNCAZ, llegándose a 
la destrucción de los recursos obtenidos. En 2008, guardaparques llegaron al sector 
Yanayacu, zona de pesca y de caza tradicional de la población de Callanayaku, 
decomisando retrocargas y tramperas, quemando los animales que habían cazado y, 
destruyen una canoa del señor Panaifo, usada para desplazarse a zonas tradicional de 
caza y pesca a lo largo del río Yanayacu.  
 

- Otras comunidades nativas afectadas. 
 
Otras comunidades nativas del CEPKA afectadas son Mushuk Belen y Anak Pillwana. Por 

el lado de FEPIKECHA son Santa Rosillo, Anak Kurutuyaku, Canayo y Allima Sachayuk 
Siyambayok Pampa. Finalmente, por el lado de FEPIKBHSAM son Ricardo Palma, Santa 

Sofía, Reforma Llakta y Puerto Mercedes.  
 
5. Petitorio: 

- Que la IUCN retire de su Lista Verde al PNCAZ por sus amplias y constantes 
vulneraciones a los derechos del pueblo Kichwa, tal como hemos documentado 
en esta alerta. 

- Que la IUCN exhorte al SERNANP a abrazar un nuevo paradigma de conservación, 
donde los pueblos indígenas seamos considerados como actores claves. El 
SERNANP debe cumplir con su obligación de reconocer plenamente nuestros 
derechos territoriales fundamentales, incluyendo la propiedad al territorio 
tradicional que nos corresponde.  

- Que las actividades tradicionales de nuestras comunidades Kichwa sean 
autorizadas dentro del PNCAZ, por ser nuestro territorio ancestral. 

- Que las comunidades Kichwa, como titulares de derechos y bajo sus diversas 

organizaciones representativas, tengamos una mejor, efectiva y sostenida 

participación en la toma de decisiones que corresponden a los beneficios que 
genera el PNCAZ, así como los recursos que salvaguarda. 

 
Desde el CEPKA, FEPIKECHA y FEPIKBHSAM, estamos convencidas y convencidos que la 
Lista Verde del IUCN es una herramienta poderosa para mejorar la gestión de áreas 
naturales protegidas de manera global, con fines loables, y con la capacidad de 
adaptación y mejora en el camino. Es por ello que, con la incorporación y permanencia 
del PNCAZ en la Lista Verde, consideramos que estaríamos retrocediendo décadas en 
los avances y logros de la conservación con respeto por los derechos humanos. Por el 
contrario, es necesario un reconocimiento formal del rol en la conservación que hemos  
realizado y realizamos los pueblos indígenas, donde son primordiales el respeto a 
nuestro derecho a la propiedad y a la gestión de los recursos, y a los beneficios que se 
generan en nuestro territorio ancestral. El pleno respeto a nuestros derechos seguirá 
empujando un nuevo paradigma de conservación a escala local y global, necesario e 
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inclusivo, con enfoque en derechos humanos, y contribuirá positivamente en la 
conservación del medio ambiente y la biodiversidad como meta común de todas y todos. 
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